
Seguridad Jurídica de los Internos*

Individualización de la Pena

Generalidades

El Derecho al igual que las demás instituciones humanas es dinámico, por ello es
que en el proceso evolutivo de las relaciones interpersonales que derivan del
avance social, la ley se transforma, extendiendo su ámbito bajo la influencia de las
circunstancias que le asignan nuevos objetivos.

Así, mientras que en el Derecho Penal primitivo sólo interesaba la materialidad del
ilícito cometido, sin tomar en cuenta la personalidad del infractor o su culpabilidad,
en nuestros días son aspectos importantes para la individualización de la pena.

En la actualidad, la individualización de la pena es un tema polémico por estar
directamente vinculado con la potestad punitiva del Estado. Los propugnadores de
ésta parten del concepto de que "No hay crimen sino criminales". Dentro de sus
antecedentes figura el movimiento iniciado en Francia y en España, en virtud del
cual los jurados establecidos practicaron la individualización sin saberlo, ya que
para la determinación de sus fallos analizaban la personalidad del criminal.

En el ámbito del Derecho Nacional vigente, la  individualización de la pena está
considerada como una garantía individual de seguridad jurídica, tutelada y
reconocida por nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en
su parte dogmática, específicamente en el artículo 14 párrafo III, al disponer que
"en los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y
aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley
exactamente aplicable al delito de que se trata".

Conceptualización
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Eugenio Raúl Zaffaroni en su Manual de Derecho, señala que la individualización
de la pena consiste en "la precisión que en cada caso concreto se hace para
determinar la cantidad y calidad de los bienes jurídicos de que es necesario y posible
privar al autor de un delito, por procurar su resocialización".

Se trata de una figura jurídica que cruza por tres etapas íntimamente relacionadas
que se diferencian entre sí, en atención a las funciones del órgano que participa en
su aplicación.

A estas etapas corresponden: la concepción legislativa de la pena; la concepción
del Juez, quien a través de razonamientos lógico-jurídicos y dentro de los límites
máximo y mínimo establecidos por la ley, determina el monto de la pena para el
caso concreto; y, la concepción del Ejecutivo, quien realiza la aplicación corpórea
de la pena impuesta por el poder judicial.

Individualización Legislativa de la Pena

Con el fin de lograr la paz y la estabilidad sociales el Estado, en ejercicio de su
facultad Legislativa, formula lineamientos penales en los que toma como base los
propósitos que la sociedad persigue, ajustándose para tal efecto al principio rector
de la política criminal.

Es necesario señalar que el principio de legalidad nace a la vida jurídica, como
elemento característico de la pena, con César Beccaria quien en su obra "De los
delitos y de las penas" señala que la ley debe determinar los casos en que un
hombre es merecedor de una pena, y la autoridad para establecerlos no puede
residir más que en el legislador que representa a toda una sociedad.

Los postulados de legalidad, constituyen una de las más trascendentes conquistas
del ser humano frente al poder público, toda vez que en su conjunto consagran, en
el ámbito penal, la exigencia de la existencia de una ley previa, escrita, estricta y
legítima.

De acuerdo con el derecho vigente, únicamente el Poder Legislativo está facultado
para formular hipótesis de tipos de conducta considerados delitos; cuya realización
material traerá como consecuencia, para el sujeto activo, la imposición de la pena
que al efecto se haya establecido, y dentro de los límites prefijados. Por ello, las
normas penales deben describir con toda precisión las diversas clases de acciones
u omisiones antisociales, tal como se ejecutan en la realidad social, debiendo
reflejar ésta en la punibilidad; esto es, debe haber proporcionalidad entre la
gravedad de la antisocialidad y la sanción correspondiente.
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En la etapa de individualización legislativa de la pena el Legislador a través de la
ley, sin conocer a los individuos a quienes habrá de aplicarse, hace una clasificación
de los hechos delictivos por categorías legales.

El Legislador debe elaborar las normas jurídicas en forma general, abstracta y
obligatoria, pero para la individualización de la pena, habrá de prever además los
postulados de la garantía de seguridad jurídica, entre los cuales se pueden observar
los siguientes:

a) La pena no debe ser mayor de 40 años ni menor de 3 días.

b) Debe de establecer un mínimo y máximo, dentro de un parámetro, a fin de que
el juzgador esté en posibilidad de individualizar la pena.

c) Debe establecer los elementos característicos e imprescindibles del tipo penal,
así como la pena correspondiente.

Individualización Judicial de la Pena

Como se ha manifestado en líneas anteriores, las normas penales deben estar
establecidas previamente a la realización de la conducta tipificada como delito, sólo
así se justifica la imposición de una pena satisfaciendo la garantía de seguridad
jurídica consistente en que ninguna conducta puede ser considerada delictiva, si
no está previamente señalada como tal en una norma penal.

Debido a que la ley no contiene la previsión casuística de todas las circunstancias
que es necesario ponderar en el caso concreto,  se concede esta facultad al
Tribunal, de aquí que el juzgador deba tomar en cuenta las escalas especiales
agravadas o atenuadas, en razón del contenido del injusto del delito y de su menor
o mayor reprochabilidad.

El juzgador puede escoger la sanción que se ha de aplicar acorde a lo dispuesto
en el numeral respectivo en el Código Penal vigente (reclusión, prisión,
inhabilitación, multa, etc.), en concordancia con los tipos legales descritos y
adecuándolos a las conductas criminosas en juzgamiento.

Para ajustar la sentencia la ley manda al juzgador caracterizar la personalidad del
justiciable, a través de una evaluación exhaustiva de sus deficiencias orgánicas,
estado psíquico y extracción social.

Entre la cuantificación que formula el Legislador al establecer la escala general para
el delito, y la que precisa el Juez al cuantificar la pena en concreto, existe una
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complementación que se traduce en la culminación de un mismo proceso llevado
adelante con igual criterio, delegando en el Juez un grado de precisión que el
legislador no puede dar porque depende de las circunstancias específicas de cada
caso, las cuales son sumamente variables.

Esa individualización o personalización de la pena inviste al juez de un duro y severo
encargo, el ejercicio sublime de la antigua vindicta social.

La sentencia condenatoria viene a resarcir a la sociedad y a la víctima. Y allí termina
(o debería terminar, por así decirlo) la actuación de la venganza y el contragolpe
social preñado de sentido expiatorio.

Es de hacerse notar que la ley penal tiene como premisa la prevención general y
el legislador ha optado por un sistema de penas elásticas, es decir, limitándose a
establecer un mínimo y un máximo para cada caso concreto y con esto, el juez
penal puede escoger la penalidad de acuerdo a las características que  el caso
presente.

De lo anterior se infiere que el legislador individualiza, atendiendo a la magnitud del
injusto de manera objetiva y deja lo subjetivo a la apreciación del juez. El juez al
individualizar la pena, atiende al grado del injusto cometido, poniendo de relieve la
naturaleza personal del injusto en nuestra ley penal.

El hallazgo de una sentencia justa requiere un cúmulo de conocimientos
criminológicos, que la mayor parte de los jueces dista de poseer. Y, lo que es más,
la personalización de la pena implica una estrecha inmediatez entre juzgador y
procesado, imposible de lograr en la actualidad por diversos factores. La formación
de los jueces debe superar el mero y cabal conocimiento del derecho; en múltiples
ocasiones, los jueces se basan en la verdad jurídica y olvidan la verdad real.

Aunque aparentemente las sentencias articulen penalidades privativas de la libertad
de manera automática, se debe advertir que la individualización judicial es una
suerte de tratamiento adelantado de la antisocialidad.

Es pertinente señalar que la garantía de seguridad jurídica que debe de observar
el juez al individualizar la pena, no debe exceder del parámetro que existe, dentro
de los límites previamente establecidos por el legislador en la ley penal; y para
considerar que la sanción es justa, el legislador del Estado de México ha impuesto
al juzgador la obligación de tomar en cuenta los siguientes aspectos:

La personalidad del inculpado.
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Su peligrosidad.

Los móviles del delito.

Los daños morales y materiales causados por el mismo.

El peligro a que estuvo expuesto el ofendido y el propio inculpado.

La calidad del inculpado y sus relaciones con el ofendido.

Las circunstancias de ejecución del hecho delictivo.

Lo anterior engloba una objetividad en la individualización subjetiva de la pena, ya
que en caso de no existir los aspectos antes mencionados no podría hablarse de
seguridad jurídica, sin embargo se vislumbra en la facultad concedida al Juez un
rango de acción para determinar la pena unilateral y potestativamente.

Una vez que el interno ha agotado las instancias procesales correspondientes y la
sentencia tiene el carácter de ejecutoriada, es puesto a disposición del Ejecutivo
del Estado para el cumplimiento de la pena privativa de libertad.

Individualización Ejecutiva de la Pena

En el penitenciarismo actual, se considera que la pena impuesta por el órgano
jurisdiccional, no debe ser visto como un castigo, sino como el medio a través del
cual el infractor de la ley, tiene la posibilidad de modificar tendencias e inclinaciones
inadecuadas para vivir en sociedad y que no solo vuelva a causar daño, sino que
obtenga conocimientos útiles para su vida libre.

La individualización administrativa de la pena es uno de los aspectos más
importantes en la llamada readaptación social, pues su ejercicio implica la
personalización del régimen y tratamiento penitenciario.

Se considera que el período de internamiento es el momento más propicio para
lograr la individualización de la pena, por ofrecer al órgano ejecutivo, la oportunidad
de realizar un tratamiento individualizado con apoyo en el seguimiento integral
interdisciplinario.

En esta etapa, como en la jurisdiccional, el órgano ejecutor de la pena debe
satisfacer las exigencias de las garantías de seguridad jurídica, mediante la
observancia de la aplicación de la ley en la individualización casuística de la pena
para cada sentenciado.

CODHEM

350



La autoridad ejecutiva materializa la individualización de la pena en base a
lineamientos jurídicos; con apoyo en las ciencias, aplicando gradualmente las
medidas de tratamiento penitenciario y aumentando o disminuyendo el cuantum
del tiempo de permanencia del sujeto en prisión.

En esta etapa, la individualización de la pena se ejerce por el Organo Ejecutivo con
el apoyo de un Organo Colegiado con funciones consultivas, como lo es el Consejo
Técnico Interdisciplinario, cuya opinión colegiada marca la pauta para la aplicación
casuística del tratamiento penitenciario, en base a los estudios realizados por las
diferentes áreas que lo integran.

Es importante señalar que el servicio para el interno debe estar basado en principios
humanitarios, técnicos y científicos, siendo indispensable que en su aplicación no
existan diferencias entre los sujetos, salvo aquellas que se refieran a cuestiones
médicas, psicológicas, psiquiátricas, educativas o de aptitudes y de capacitación
para el trabajo.

Dentro de las instituciones jurídicas que se encuentran reconocidas en la
Legislación Penitenciaria del Estado de México, para la individualización ejecutiva
de la pena, se  encuentran las medidas de tratamiento intrainstitucional, el régimen
de libertad anticipada y la retención.

En cuanto al tratamiento intrainstitucional, éste se desarrolla intramuros con
seguimiento directo de las áreas.

El régimen de libertad anticipada comprende las etapas por las que atraviesa
gradualmente el sujeto para incorporarse a su libertad, en base al dictamen emitido
por el Consejo Técnico.

La retención es una facultad otorgada al Ejecutivo para aplicarla a juicio de la
Dirección de Prevención y Readaptación Social quien toma en consideración la
opinión del Consejo Técnico Interdisciplinario.

Prelibertad

El régimen del tratamiento preliberacional corresponde a la medida gradual de
mayor libertad al exterior que se concede al interno, como medida de tratamiento,
desde un año antes de que éste se encuentre en tiempo de obtener su libertad
condicional o absoluta, en correlación con la remisión parcial de la pena, creando
una solución de continuidad, proyectada hacia una vida libre y en base al dictamen
que al respecto emita el Consejo Técnico Interdisciplinario.
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Libertad condicional (preparatoria)

Esta es una forma de libertad anticipada al cumplimiento de la pena impuesta por
el órgano jurisdiccional competente, que se otorga en correlación con el cómputo
de la remisión parcial de la pena, al sentenciado que haya cumplido las 3/4 partes
de la sentencia en delitos dolosos y las 2/4 partes tratándose de delitos culposos;
siempre y cuando observe buena conducta, mejoramiento cultural,
perfeccionamiento en el servicio, superación en el trabajo y que revele un afán
constante de readaptación social.

La Remisión Parcial de la Pena

Es la facultad que tiene el Ejecutivo para que por cada día de trabajo del interno se
le haga uno de remisión, con los requisitos de que observe buena conducta,
participe en las actividades educativas y deportivas regularmente y que, por otros
datos revele una efectiva readaptación.

Para el otorgamiento de todas estas formas de libertad anticipada, el legislador
consideró como factor determinante  la efectiva readaptación social que
corresponde valorar al Consejo Técnico Interdisciplinario.

Conclusiones

El Sistema Penitenciario en el mundo, y en particular en nuestro país, pasa por
momentos difíciles, debido a problemas tales como sobrepoblación en las
instituciones carcelarias, el aumento de los índices de corrupción, criminalidad,
carencia de recursos técnicos y humanos para proporcionar un mejor servicio para
el cumplimiento de sus fines; considerando que una adecuada reincorporación
social en nuestro país, es posible, siempre y cuando se cuente con los medios, las
condiciones y el personal necesario para tal efecto. Se requiere de una decidida
participación de los Poderes del Estado que tienen ingerencia dentro del sistema
integral de justicia penal y de la política criminal en sus diversas etapas.

Por medio de la función legislativa se necesita reformar a la ley penal, así como la
promulgación de leyes y reglamentos que hagan posible la aplicación de las ya
existentes, aunada a las funciones jurisdiccional y ejecutiva hasta llegar a la total
ejecución de la pena impuesta. Es de suma importancia que se coadyuve a crear
un sentido humanitario, una conciencia social de que los Centros de Prevención y
Readaptación Social, no son lugares en donde se almacena a los seres humanos
que la sociedad ha desechado; estadísticamente se prueba que quienes se
encuentran privados de su libertad, en su gran mayoría, pertenecen a las clases
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sociales más desprotegidas económicamente tanto rurales como urbanas,
guardando un patrón común de bajos ingresos económicos y una escasa o nula
instrucción escolar.

En la actualidad la normatividad estatal en materia de individualización de la pena
requiere de reformas, debiendo facultarse al juzgador para individualizar la sanción
basándose en elementos objetivos, sustentados en los principios de culpabilidad y
acto, para lo cual deben abandonarse los elementos subjetivos de peligrosidad,
reincidencia y habitualidad, pues a la persona se le aumenta la pena en base a
conductas anteriores al hecho delictivo y asimismo, se toma en cuenta el hecho de
que "probablemente" reincidirá; lo cual es una hipótesis susceptible de falibilidad.
El legislador tiene la facultad primordial de crear o reformar las normas jurídicas,
que con oportunidad responden a la exigencia evolucionista de la sociedad en
respuesta al clamor generalizado de una puntual y respetuosa protección y defensa
de los derechos fundamentales del ser  humano privado de su libertad; con ese
objetivo y en ejercicio de esa facultad, la Legislatura Local, conforme al artículo 51
de la Constitución de la Entidad, puede a iniciativa propia realizar un estudio
canalizado hacia la destipificación de conductas que no revisten antisocialidad para
ser considerados delitos, a efecto de buscar medidas correctivas o sanciones
distintas a las de carácter penal.

Las figuras ilícitas cuya tipificación no se justifica, son aquellas que pueden
sancionarse administrativamente, es decir, pueden considerarse dentro del ámbito
competencial de la autoridad administrativa como infracciones de los reglamentos
gubernativos y de policía, en la forma que establece el artículo 21 de nuestra Carta
Magna, o bien como causales de responsabilidad administrativa contenidas en la
Ley correspondiente; entre esas figuras es posible considerar las siguientes:

Desobediencia, resistencia, oposición a la ejecución de obras o trabajo público,
quebrantamiento de sellos, incumplimiento, ejercicio indebido y abandono de
funciones públicas, coalición, estorbo de aprovechamiento de bienes de uso
común, ataques a las vías de comunicación y medios de transporte, en particular
el delito a que se refiere el artículo 196 y debiendo considerar solamente como
agravante el primer párrafo del artículo 200 del Código Penal vigente en los delitos
cometidos por conductores de vehículos de motor, en el caso de que se cometa
algún otro delito bajo dicha circunstancia. De igual forma los delitos de ataque
peligroso y disparo de arma de fuego, carecen de esencia jurídica penal propia,
pudiendo ser subsumidos al delito en grado de tentativa o consumado que resulte.

Existen otras figuras jurídicas que pueden ser susceptibles de ser destipificadas,
toda vez que la competencia formal y material es de distinto orden orgánico los
delitos contra el consumo, por ejemplo, deben ventilarse conforme a lo previsto por

Doctrina

353



la Ley Federal de Protección al Consumidor y por las disposiciones, precios y tarifas
que dicte o autorice la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial y los
Reglamentos que al respecto expidan las autoridades Estatales o los
Ayuntamientos.

De igual manera los delitos en contra del trabajo y previsión social, resultan de una
relación laboral que debe ventilarse ante las Juntas Locales o Federales de
Conciliación y Arbitraje, con el apoyo y asesoría de las Procuradurías del Trabajo
en concordancia con lo dispuesto por la Ley Federal del Trabajo o el Estatuto
Jurídico de los Trabajadores al  Servicio del Estado, de los Municipios, de los
Organismos Coordinados y Descentralizados de carácter Estatal.

Existen otras conductas hasta ahora consideradas delictivas que también pueden
ser destipificadas por carecer de justificación, se alude directamente al delito de
vagancia y malvivencia mediante el cual se sanciona la condición del individuo, no
por la acción u omisión que realice; lo conveniente es estudiar y combatir la causa
de esa conducta que, por sí misma, no lesiona ningún bien jurídico personal ni
social.

Lo anterior, en el entendido de que el objetivo del Sistema Penitenciario es brindar
un servicio completo y eficaz a cada interno, con absoluto respeto a su dignidad y
a sus derechos fundamentales, a fin de reintegrarlo a su vida en libertad,
estimándose la conveniencia de que en materia legislativa, pudiera comprenderse
también la posibilidad de incrementar el catálogo de delitos perseguibles mediante
querella, con la consecuente disminución del catálogo de los delitos perseguibles
de oficio. Esto es posible si se acepta el principio de que cuando el ofendido se da
por satisfecho con la reparación del daño, la colectividad acepta la no aplicación de
la pena. Es verdad sabida que muchas veces, los daños causados por una conducta
delictiva, son rápida y fácilmente reparables mediante el diálogo y la concertación
entre el responsable y el ofendido.

En este catálogo pueden quedar comprendidos los delitos patrimoniales, excepción
hecha de los delitos que deban ser considerados como graves. El resultado obvio
será que los autores de esa clase de delitos no ingresen a las prisiones, evitándose
largos procesos penales, en el caso de que llegase a otorgarse el perdón por parte
del ofendido; habría una disminución significativa de la sobrepoblación y se
brindaría servicio especializado a quienes lo soliciten.

Otra alternativa bondadosa a favor de la despresurización, dirigida a todo aquel que
tenga posibilidades legales, pero no cuente con los recursos económicos, de gozar
de la libertad provisional bajo caución es, que se diversifique y amplíen las
modalidades para cubrir la caución, a fin de no excluir de este beneficio a quienes
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por falta de recursos económicos permanecen tras las rejas. Para este mismo
objetivo pueden ampliarse las posibilidades de la obtención de libertad provisional
bajo protesta, en especial lo dispuesto por el artículo 360 fracción I, del Código de
Procedimientos Penales para el Estado de México, de manera que pueda
concederse cuando la sanción privativa de libertad  que debe imponerse no exceda
de tres años de prisión.

Asimismo, se podría considerar que al delincuente condenado a una pena de prisión
hasta de tres años, se le brinde la oportunidad de que la cantidad pecuniaria objeto
de la sentencia pueda ser cubierta en cualquier tiempo, mientras dure la compurga
a disposición del Ejecutivo del Estado, posibilidad que también podría ser objeto
de estudio por parte de la Legislatura Local ya que es otra forma de obtener la
libertad; toda vez que así el sentenciado no puede acojerse al beneficio concedido
por el juez, en cuanto a la conmutación o suspensión provisional de la condena se
refiere, en virtud de carecer de los recursos económicos para poder cubrir la suma
fijada en el tiempo concedido. El juez al poner a disposición del Ejecutivo al
sentenciado, hace negatorio el derecho al beneficio concedido y en este caso el
sentenciado se ve obligado a compurgar la condena en su totalidad.

Es conveniente que para el logro de una mejor individualización de la pena se faculte
al Ejecutivo para otorgar al preliberado la modalidad del Régimen de Tratamiento
que esté de acuerdo con el caso concreto, pues aún cuando la Ley de Ejecución
de Penas, contempla 7 modalidades, con esta medida se brindaría  la oportunidad
para que la persona se reintegrase a su vida activa, al aplicarse además de las
figuras establecidas, modalidades tales como las salidas diarias para estudiar o
trabajar, que prevé la Ley Ejecutiva Penal de Coahuila, o "las vacaciones
penitenciarias" contempladas por la correspondiente legislación de los Estados de
Baja California Sur, Sonora y Oaxaca y que se conceden a internos no peligrosos,
de buen comportamiento y origen rural, hasta con una duración de un mes.

Por otra parte en cuanto la figura jurídica de la retención, en opinión personal,
debiera abrogarse de la ley en razón de que su imposición redunda en ser una pena
adicional a la pena que se aplicó al infractor de la Ley.
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